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Administrativos de .Iaplantilla· de personal laboral,del
Ayuntamiento de Leganés. En ese caso, a diferencia del
presente, los demandantes de amparo participaron en
el concurso, en el cual el Tribunal calificador levantó
la correspondiente acta Qtorgando veinte puntos a los

_ siete concursantesque venían ocupandolas plazas obje­
tode provisión, ycero puntos a los demás concursantes,
ex~epto a'dos, a los que se concedió once y siete puntos,
respectivamente, sin Obtener, por tanto, plaza [Antecé­
dente2c) de la STC 281/1993], Esta circunstancia, ~
al margen de la relativa al peso desproporcionadO que
en la puntuación total tenía el mérito imptignádo, pone
dernanifiesto que n9 se trató de un juicio abstracto
de ¡nconstitucionalidad, sino de la constatación de la
e~istencia .de una lesión de los derechos fundamentales
de .Iol) .r~cu.rrentes,quienes, como resultado de .Ia apli­
cación del baremo impugnado, no pudieron obtener las
plazas en cuestión. Todo ello hace efel supuesto con­
templado en laSTC 281/1993 un casosustancialm~nte
distinto al resuelto en el present~ recurso de amparo.

FALLO

, . En atención a todo lo expuesto, el TribunalCons­
titucional. POR~LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha deCidido

Denegar el amparo solicitado por los récurrentes.

Publíquese esta Sentencia 'en .el «Boletín Oficial del
Estado»; . '.

Dada en Mádrid, a trece .d~' diciembre de mil nove­
cientos noventa y tres.--,Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
v()-Ferrer.-:-FernandoGarda-Monv González~Regue-'
ral.-Vicente Gimeno .Sendra.-Rafael de., Mendizábal
Allende.-Pedro Cruz ViHalón....:.FirmadQ y rubricado.

1167 Sala Segunda, Sentencia 364/1993, de 13 ".
de diciembre de, 1993. Recursos de amparo
53/1991 y'108/1991 (acumulados), Contra
Autos de la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo, del Tribuna/Superior de Justicia de
Canarias desestimando recursos de súplica
interpuestos contra Autos de.esa misma Sala
en los que Se acordaba la c-pducidad de los
f?orrespondientes recur,.soscontencioso-adini­
ni$trativos previamente instac!os... Supuesta
vulneraéióndel derecho a la tutela judicial
,efectiva: indefensión imputable al recurrente.

, La Sala Segunda del Tribu.nalConstitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidénte; don Euge­
nio Díaz Eimil, dol'1 Alvaro Rodríguez Bereijo,donJosé­
Gabaldón .López, don Julio, Diego González 'Campos y

. don Caries Viver,Pi-Sunyer, Magistrados, ha,pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En los recursos acumulados núnis. 53/91 y 108/91, .
interpuestos, respectivamente, por don Andrés Servando
Uop,is, representado por don CarlosJ. Navarro Gutiérrez,
Procurador de los Tribunales, y asistido del Letrado don
Eugenio González Pérez, y por don Filiberto Rosales Mar­
ttn, representado.también por el ,mencionado Procurador

y asistido por idéntico Letr~do, contra los Autos de 4
y 12 de diciembre de ,1990, de la Sala de Jo Cqn~en­
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Canarias por los que se desestimaron los recursos de
súplica interpuestos contra dos Autos de esa misma Sala
en los que se acordaba la caducidad de los correspon­
dientes recUrsos contencioso-administrativos indepen­
dientes y ,previamente "instados., Hancomparecidó el
Ministerio Fiscal. el Abogado delEs~ado en el primero'
de los recursos de amparo citado y la Letrada d~1 Servicio
Jurídico del Gobierno de Cariarias en representación de
la Administración de dicha Comunidad Autónoma en
el segundo de ellos. Ha sido Ponente el Ma§istrado don
Alvaro Rodríguez Bereijo,quienexpresa -el.parecer de
la Sala. .

1. Antecedentes

1,: Por escrito. presentado ante este Tribunal el 8
de enero de 1991, don Carlos J. Navarro Gutiérrez, Pr<)."'

- curador de los Tribunales, y de don Andrés Servando
L1opis, interpuso recurso de amparo contra el Auto de
4 de diciembre de 1990; de la Sala de' lo Contencio­
so-Administrativo,del Tribunal Superior de Justicia de.
Canarias, désestimatorio del recurso de súplica contra
otro dictado por la misma Sala decretando la, caducidad

.del reClUSO contencioso-administrativo interpuesto con­
trauna resolución del Tribunal Económico-Administrativo.
Provincial sobre reclamación de cantidad.

2. Los hechos en los que se funda la demanda de
amparo son, en síntesis, ,los siguientes:

. a) Tras la interposición de un recurso. dontenei<r
so-administrativocontra la resolución, del Tribunal Eco­
hómico-Administrativo Provincial, de 18 de diciembre
de 1985,sedictó providencia•.de 7 de marzo de 1986,
admitiéndose a trámite el recurso y acordando anunciar

, sO interposición «por medio de edicto que se entregará
ala parte recurrente para su publícación en. el Boletín
Oficial de. la Provincia)}. ProVidencia que sería notificada
el8de marzo de 1986, haciéndose constar que contra
la misma cabía recurso de súplica ante la'Sala." -
. b) Sin mediar otras actuaciones; el 13de noviembre
de 1990, la" Sala de lo Contencioso-Administrativo

'. acordó, mediante Auto y.aplicando supletoriamente el
-art, 414 de la LE.C. en relación con la disposición adi­

cional sextade la Ley Reguladora de la Jurisdicción Con­
tencioso-Administrativa, la caducidad del procedimiento
yel archivo del recurso.

c} Contra el mencionado Auto se interpuso por la
representación del recurrente recurso. de. súplica invo­
cando,el principio de impulso procesal de oficio previsto
en el arto 237 de la L.O.P.J. y el derecho a la tutela
judicial efectiva consagrado en el arto 24.1 C.E. .

d) Por Auto, de 4de diciembre de 1993, la Sala
desestimó el recurso .de, súplica interpuesto adu~iendo
que el édictose entregó,alrecurrenteque tuvo ensu
manola posibilidad de presentarlo en la Oficina del
«B.O.P.», sin.que haya demostrado la existencia de una
fuerza mélyor'que le ha impedido instar el curso del pro­
ceso. Argumenta, además, en apoyo de su. decisión, que
el, principio de seguridad jurídica exige que las~ situa­
ciones de conflicto no pervivan indefinidamente en el
tiempo.

3. Bajo la invocaciÓn del arto 24.1' C.E., el deman­
dante en amparo impugna el anterior Auto desestima­
torio, considerado violado su derecho a la tramitación
del recurso planteado hasta obtener un pronunciamiento
sobre las pretensiones deducidas. Entiende el deman­
dante de amparo que la inercia procesal que ha servido
de base al Auto de caducidad del procedimiento se debe
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exclusivamente al órgano jurisdiccional a quien. con arre­
glo a lo dispuesto en los arts. 60 de la L.J.C.A y 237
de la LO.P.J.• correspondía la obligación de hacer publi­
car el' edicto anunciando la in~erposición del recurso.

4,. Por proviqencia-de '16 de septiembre de 1991,
la Sección Tercera de este Tribunal acordó, de confor­
midad con lo dispuesto en el art. 50.5 LOTC, requérir
al recurrente para que acreditase la fecha en la cual
le fue notificado -el Auto gue impugna en amparo.

5. Mediante providencia, de 28 de octubre de 1991,
la Sección acordó, conforme a lo dispuesto en el
núm. 3 del art.50 LOrC.conceder al demandante de
amparo y al Ministerio, Fiscal el plazo común de diez
días para que formulasen las alegaciones que estimasen
pertinent~sen relación con el motivo de inadmisión pre­
visto en elart. 50.1 c) LOTC. Mientras el recurrente soli­
citó la admisión a trámite del recurso insistiendo en las
alegaciones ya formuladas en la demanda, el Ministerio
Fiscal interesó la acumulación del presente recurso con
el registrado bajo el núm. 108/91 ya admitidoa·trámite
por 'la Sala Primera de este Tribunal" por existir la
conexión materi.al que exige el art.' 83 LOTC. Oídas las
partes. la Sección, por providencia de 10 de diciembre
de 1991, acordó admitir a trámite la demanda de amparo
y, en aplicación de lo dispuesto en el arto 51 LOrC, dirigir
comunicación a la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de Santa Cruz de, Tenerife interesando la remisión de
certificación o copia adverada de las actuaciones corres­
pondientes al recurso, contencioso-administrativo trami­
tado bajo el' núm. ~ 1/86, debiendo emplazarse previa­
mente a quienes hqbieren sido parte en la vía judicial
previa, para que en el plazo de diez días pudiesen com-'
parecer, si lo deseaban, en este proceso constitucional
y sostener sús derechos, concediéndoseles al recurrente
y al Ministerio Fiscal un plazo de cinco días para que
ále,gasen lo que estimaren pertinente sobre la posible
acumulación del recurso.

6. Mediante' escrito, de 13 de enero de 1992; el
Abogádoáel Estado solicita se le tenga por personado
en el presente proceso de amparo constitucional. Por
providencia de .la Sección Cuarta de este Tribunal, de
9 de marzo de 1992, se acordó tenerlo por personado
y concederle un plazo de cinco días para que alegase
lo qUe estimare pertinente sobre la acumulación al pre­
sente recurso del qUe se sigue en la 'Sala Primera con
el núm. 108/91. Igualmente, en la misma providencia,
se acordódarvista a las partes personadas y al Ministerio
Fiscal de las actuaciones recibidas para que dentro del'
plazo común de veinte días formulen las alegaciones
que estimen pertinentes. conforme determina el art. 52.1
LOTe;.

7, El día 15de enero de 1991 tiene entrada en
el, Registro de este Tribunal un escrito presentado por
el Procurador de los Tribunales. don Carlos J. Navarro
Gutiérrez en nombre y representación de ,don Filiberto
Morales Martín -por el que se interpone demanda de
amparo constitucional contra el Auto de 12 de diciembre
de 1990 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias por el que
se desestimaba el recurso de súplica impetrado contra
otro Auto anterior de ese mismo órgano jurisdiccional
en el que se declaró la caducidad y se ordenó el archivo
del recurso contencioso-administrativo ,que el ahora
recurrente en amparo había interpuesto contra una reso­
lución de la Administración Tributaria Insularde Canarias,

Tanto el relato fáctico como la queja constitucional
del recurrente presenta una identidad sustancial con lo

expuesto en los antecedentes 2.° y 3.° de esta Sen­
tencia por lo que huelga su relato detallado.

8. Por providencia, de 16 de septiembre de 1991, ,
la Sección Segunda de este Tribunal acordó su admisión
a trámite 'y, a tenor de lo dispuesto en el arto 51 LOTC,
requerir de la Sala de lo Contencioso~Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de' Canarias testimonio de
las actuaciones, interesando al propio tiempo el empla­
zamiento de quienes hubieren sido parte en el proceso

'judicial antecedente para que, en el plazo común de
diez días. comparecieren, si lo estimasen opo,rtuno. en
el presente proceso constitucional. '

9. Por escrito registrado ante este Tribunal el 9 de
octubre de 1991, la Letrada de los Servicios Jurídicos
del Gobierno de Canarias, en representación de la Admi­
nistración de aquella Comunidad Autónoma, interesó
que se le tuviere por personada en el presente proceso
constitucional. Mediante providencia de 21, de octulire
de 1991,la Sección Segunda acordó tenerla por com­
parecida y, a tenor de lo dispuesto en el art. 52' LOTC
conceder á las partes y al Ministerio Fiscal, el plazo
común de veinte días para que presentásen sus escritos
de alegaciones.

10. El día 20 de enero de 1992, la Sección Segunda
de este Tribunal acordó, mediante providencia, comu­
nicar a los comparecientes despacho de la Sala Segllnda
en el que se interesaba, a petición del Ministerio Fiscal,
la posible acumulación de este recurso de amparo núm.
108/91 al seguido bajo el núm. 53/91 por la citada
Sala Segunda, concediéndoles un plazo de diez días para

.que se pronunciasen sobre su procedencia.

11. Abierto, en ambos procesos, el trámite de ale­
gacionessobre la eventual acumulación de los mismos,
tanto ros recurrentes en amparo, como e! Abogado del
Estado, la Letrada representante de la Administración
canaria y el Ministerio Fiscal dieron su conformidad a
la acumulación interesada por este último. Por Auto de

'la Sala Primera, de llde mayo de 1992, se acordó
la definitiva acumulación de.losmismos ex art.'83 LOTC.

12, En sus respectivol:l escritos' de alegaciones, los
recurrentes en amparo solicitaron el otorgamiento del
mismo y la d~claración de nulidad de los Autos impug-,
nados, dando por reproducidos los argumentos invoca­
dos en sus escritos de demanda. '

13. El,escrito de alegaciones del Abogado del Esta­
,do se presentó el día 6 de abril de -1992. En él se soli­
citaba la desestimación del recurso interpuesto por
entender que el órgano jurisdiccional había impulsado
de oficio el procE;ldimiento, debiéndosé a la inactividad
del recurrente. quien incumplió el man,dato de la Sala,
la paralización del. mismo. Aduce, además. el principio
de seguridad jurídica (art. 9.3 C.E.) que exige que las
situaciones litigiosas'no pendan sine die.

14. La Letrada de los Servicios Jurídicos del Gobier­
no de Canarias presentó su escrito de alegaciones el
21 de noviem~re de 1991. En su opinión no existe vul­
neración alguna del arto 24.1C.E. puesto qu~el Auto
de la Sala obserVa los formalidades prescritas en la
L.O.P.J., ya que no es imputable a ésta la paralización
del proceso, siendo el hecho causante de la omisión­
procedimental la inactividad de la recurrente.

15. También el Ministerio Fiscal, considera en sus
escritos de alegaciones, dell de noviembre de 1991,
y 2 de abril 1992. que no existe lesión alguna del árt.
24.1 C.E. Entiende el Ministerio Fiscal que, si el recurren­
te no estaba de acue(do con la entrega personal del
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edictp, tuvo ocasión para recurrir en súplica la provi~

dencla que así lo ordenaba y que, al no hacer así, se
estaba haciendo cargo de la publicación del mismo. A
mayor abundamiento, señala, además, que si lo que se
achaca a la Sala de lo Contencios~Administrativo es
una pasividad no justificada,. nos encontraríamos en el
campo (:le las dilaciones indebidas, proscritas por el art.
24.2C.E., por lo que la parte debió de denunciarlas en
su momento,· cosa que no hizo. Finalmente señala el
Ministerio Fiséalque la caducidad del procedimiento no
.supone violación alguna del derecho a la tutela judicial
efectiva reconocido en el art. 24.1 ,C.E. . . ,

16. . Por· providencia de 9 de diciembre de 1993,
se señaló, para deliberación y fallo de la presente Sen-
tencia, ,el día 13 del mismo mes y año. .

IL Fundamentos jurídicos

1. El objeto de los presentes. recursos de amparo
acumulados consiste en determinar si los Autos dictados
por la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de
Justicia de Canarias, desestimatoriosde los recursos de
súplica .. interpuestos contra .otros anteriores del mismo
órgano jurisdiccional en que se acordaba la caducidad
del proceso ,?ontencioso~administrativoy el archivo de .
los recursos Interpuestos por los ahora recurrentes en
amparo, mediante .la aplicaCión supletoria del 'art. 414
de la L.E.C. en relación con la disposición adicional sexta
de la ley reguladora de aquella Jurisdiéción, vulneraron
el derechoalá tutela judicial efectiva garantizado por
el art. ~4. 1 C.E. en su vertiente de derecho a que se
sustancie y resuelva el proceso mediante una resolución

.judicial razonadá y fundada en Derecho sobre el fondo
de las pretensiones deducidas en el mismo, por haber
aplicado el órgano judicial los requisitos procesales de
manera no acorde con la verdadera finalidad de los mis­
mos, ésto es la ordenación del proceso en garantía de
los derechos de las partes, convirtiendo tales requisitos
en obstáculos injustificados e impeditivos de la tutela
judicial efectiva.

. El problema constitucional planteado es, en esencia,
SI y en qué medida era exigible, en el presente caso, ..
del órgan.o judicial una actividad de oficio para impulsar
el procedimiento aquí, hacer publicar el edicto en el «Bo­
letín Ofieiab) de laprovincia sin que las partes seJo hubie-
ren solicitado. .. .' .

2. Según el mencionado arto 414 de la L.E.C. si resul­
tare de los autos que han trascurrido cuatro años sin
que ninguna de las partes haya instado su curso, pudien~
do hacerlo, se tendrá por abandonada la acción, yel
Juez mandará archivarlos sin ulterior progreso. Es éste,
unpreGepto legal claramente inspirado en el principio
dispositi.vo ,que informó la redacción originaria de la
~.E.C., sl.endo una de sus consecuencias más significa­
tlvas el Impulso del proceso a instancia de parte. Otro
e~, por el contrario, el principio que tras ,la entrada en
Ylgorde la Constitución debe informar a los actos de
Impu!soprocesal, pues el derecho a la tutela judicial
efect.lva d~ .su art.24.1 obliga a una interpretación de
las diSposIciones' procesales restrictiva de la' inactividad
de la parte" de suerte que sólo cuando la paralización
del proceso se deba a la exclusiva negligencia o. aquie­
tan:lIento de la parte, y no al incumplimiento de deberes
de Impulso procesal de oficio atribuido al órgano judicial,

, podrá decretarse la caducidad de la instancia. Justamen­
te p~rello, el art. 307 de la lEC., en la redacción que

. al mismo ha dado la ley 34/1984, de 6 de agosto,
. ~stable~e~u~ cc~alvoque: la ley disponga otra cosa, el

organo Junsdlcclon~1 dara, de oficio, al proceso el curso
que corresponda, dictando al efecto los proveídos nece-

sarios)), mientras que la L.O.P.J. de 1985 reproduce con
carácter general, en su arto 237, ese mismo precepto
legaL

Este principio de impulso procesal de oficio, acorde
con el derecho a, la tutela judicial efectiva del arto 24.1
C.E,. y su naturaleza prestacional (SSTC 206/1987 y
165/1988)9bliga a que los órganos judiciales al inter­
pretar' cuestiones de legalidad ordinaria, como lo es en
el presente caso 'la aplicación supletoria del art. 414
LE.C.~ a la jurisdicción contencioso-administrativa, lo
hagan ala luz del derecho fundamental y en el sentido

. no impeditivo de su efectividad, . ,
Ahora bien, este. principio de impulso procesal de

oficio no es incompatible, sino más bien al contrario,
con las obligaciones procesales de las partes y su deber
de colaboración con los órganos jurisdiccionales, debien­
do coadyuvar e interesarse por la marcha del proceso
en el que pretenden la defensa de sus derechos e inte­
reses legítimos. En este sentido, es doctrina reiterada·
de este Tribunal, que no existe lesión del derecho a la
tutela judicial efectiva cuando ésta resulte exclusivamen­
te imputable ala inactividad procesal de las partes (SSTC
96/1985, 163/1988; 196/1990, 98/1993), a su con­
ducta omisiva (SSTC 58/1988,216/1989,129/1991);
negligencia (SSTC 108/1985, 29jJ 990, 114/1990,

. 61/1991,68/1993) o 'a la acción vOluntaria y desa-
certada de las partes (STC.50/1991). .

" 3. En el presente caso, según consta en las actua­
ciones remitidas a este Tribunal; la Sala de lo Conten­
cioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Canarias, notificó a los demandantes de amparo y,
a los efectos de dar publicidad al edicto a que se refieren
losarts, 60 y 64 de la LJ,C.A., sendas providencias,
en las qúeexpresamente se hace constar que tal edicto
se (centregará ala parte recurrente para la publicación
en el "Boletín Oficial" de la provincia, advirtiéndoles que
contra las mismas era posible interponer recurso desúpli'-
caante la Sala. .' . '

Segun los recurrentes en· amparo la' inercia procesal
se debe exclusivamente a la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo,a quien correspondía laobligación de hacer
publicar el edictoanunciando la interposición del recurso.

Para el órgano judicial, por el ·contrario,ccel hecho
~e. q~e ~l edicto a que .se refiere ~I .art. 64 de la ley
JUrisdiCCional deba tramltarse de OfiCIO por la S,ala,· no
es obstáculo a la, anterior conclusión la declaración de'
caducidad, pues, ante la inactividad de ésta, las partes
pueden reclamar para que se publique. Pero es que,
además, en el presente caso aduce la resolución judicial
el edicto se entregó al recurrente, que tuvo en su mano
la posibilidad de presentarlo en la oficina del "B.O.P.",
cosa queno hizo,. o si lo hizo no lo reportó debidamente
cumplimentado)).

Es cierto que los arts. 60 y 64 de la LJ.C.A.en relaCión
éon el arto 237 de la LO.P.J., imponen al órgano judicial
la obligación de impulsar de oficio la pubHcaCión del
mencionado edicto, pero nada impide, que una vezins­
~ad~ .este acto procesal -lo que, sin duda, hizo el órgano
JudiCial ordenando mediante providencia la publicación
del correspondiente edicto-,solicite la colaboración de
las partes para que procuren el cumplimi.ento estricto
de tal mandato, pudiendo, en su caso, éstas, como pone
d.e r~lieve' ~I Ministerio Fiscal, oponerse a tal petición,
SI aSI lo estiman oportuno, a través del correspondiente
recurso de súplica.

Nada objetaron, sinembargo, los ahora demandantes
de amparo, alas referidas providencias, ni nada hicieron
a lo largo de cuatro años por interesarse acerca del esta­
do del proceso o sobre el cumplimiento de lo en ellas
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indicado, pues, según se desprende de las actuaciones
judiciales, el siguiente acto procesal fue el Auto de la
Sala decretando el archivo y cierre de los respectivos
recursos, por caducidad del procedimiento~ Resulta, por
tanto, notorio ,el aquietamiento procesal de los hoy
demandantes de amparo quienes ni procedieron al cum~
'plimiento de lo interesado por el órgano jurisdiccional,
ni se opusieron a ello ni, transcurrido el tiempo, se preo:­
cuparon o solicitaron de la Salaque ella se hiciese cargo
de la publicación del mencionado edicto. Es, pues, ·Ia
inactividad procesal delas partes yno el incumplimiento
por el órgano judicial de su deberde impulsar de oficio.
el proce~o, lo que determina la declaración de caducidad
del procedimiento por lo que;, desde esta perspectiva,
nocabe apreCiar lesión alguna del art: 24: 1 CE

. 4. Queda por ver, sin embargo: si la aplicación sub­
'sidiaria del art. 414 de la LE.C. permitida por la Dis~
posición adicional sexta de fa L.J.C.A., en la medida en '
que establece un motivo legal para decretar la caducidad

, de la instancia distinto del previsto de modo específico
por el art.,,91.1 de la L.J.,C.A., que alude ala paralización
del procedimiento durante un año pON)ulpa del recurren­
te.puede suponer·· en sí mismo una conculcación del.
derecho a la tutela judjcial efectiva, en cuanto que impide
obtener un pronunciamiento jurisdiccional sobre las pre­
tensiones dedticida~ en elproceso.'

Es doctrinareiterada de este Tribunal que no supone
quiebra alguna de la tutelájudicial efectiva una reso­
lución judicial que, sin entrar en el fondo del asunto, ,
decrete la inadmisión o ·el archivo y término del ,pro­
cedimiento cuando esté basádaen una causa legal y
se halle. debidamente razonada (SSTC68/1983,
39/1985,97/1986, 132/1987, 200/1988 Y
96/1991, entre otras). Es más, tal como ya declaró este
Tribunal en su Auto 402/1990, la institución dela cadu~
cidadde la instancia por laque el órgano judicial aplica,
en definitiva, una regla de orden público, no puede con­
siderarse en sí misma lesivadel arto 24.1 C.E., máxime,
sise tiene presente que ésta'n6 produce la caducidad
de la acciól1sustantiva p;;lra el .. ejercicio delcorrespon­
diente derecho, permitiendo que,· mientras no prescriba
o caduque esta última pueda reiniCiarse nuevamente' la
vía jurisdiccional. En consecuencia, '. tampoco desde
'esta óptica, cabe apreciar conculcación alguna del dere­
cho a .Ia tut~la judicial efectiva reconocido en el
añ:o 24.1 e.E. '

FALLO

En átención~ a· todo lo expuesto, eJ,-Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONsmUClóN
DE LANA<::IÓN ESPAÑOlA. .

Ha decIdido

, Denegar el amparo solicitado por don Andrés S~r-
vando L10pisy donFiliberto Rosales. Martín. -, .

PubHquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado». . .

Dada en Madrid, a trece de diciembre de mil nove­
cientos 110ventaytres.-luis lópez Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-A!varo Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
lópez.",":"Julio Diego González Campos.-Carles Viv,er
Pi-Sunyer.-firmados y rubricados. . .

1168 Sala Primera. Sentencia 36~5/1993, de 13 de
diciembre 'de 1993.., Recurso de . ampáro
168/1991. Contra Sentencia de la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo desestimatoria del
recurso de apelación interpuesto contra la de
la' Sala de lo Contencioso~Administrativode
la Audiencia Territorial de· La Coruña que. a
su vez, deSestimó recursocontencioso~admi­

nistratiÍ/o interpuesto contra Acuerdos de la
Diputación Provincial de La Coruña. Supuesta
vulneración del derecho a acceder a los car­
gos públicos: valoración de· la idoneidad del '
candidato propuesto para el desempeño de'

,cargo convocado. .., . ,

la Sala Primera delTribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pr&
sidenta; don Fernando Gárcía-Mon. y González-Reg'ueral,
don Vicente Gimeno Sendra, don Rafael de Mendizábal
Allende y don Pedro Cruz VilIalón, Magistrados, ha
pronunciado '

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo, núm. 168/91, interpuesto
pordon Faustino Martínéz Fernándéz, representado. por
eJ Procurador de los Tribunatesdon Argimiro Vázquez
Guillén yasistido por el letradQ don José María Paz ­
Sueiro, contra la Sentenciadictada por la Sala Tercera
delTribunal Supremo,dé fecha 5 de.noviembrede 1990,
r~cafdaen asunto de apelación núm. 1.642/87, deses­
timatoria del recurso de apelación interpuesto contra '
la Sentencia de la Sala dejo Contencioso-Administrativo
de' la Audiencia Territorial de la Coruña, de 14 'de sep­
tiembrede 1987,'que·~ su vez desestimaba e! recurso
contencioso-administrativO interpuesto contra Acuerdos
de la Diputación Provincial de la Coruña, de 24 desep­
tiembre de 1983. Han sido partes don Juan PérezRodrí­
gue:?:, representado y defendido por sí mismpporsu
condición de Licenciado en .Derecho, la Diputación Pro­
vincial de la Coruña representada por la Procuradora
de los Tribunales doña María' de los Angeles CUevás,
Martíl1ez, asistida del letrado don Santiago Muñoz
Machado y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Pre­
sidente del Tribunal-don Miguel Rodríguez-;Piñero y Bra-
vo-Ferrer, quien expresa el parecer de la Sala: '

,
1. Antecedentes

1. Don Argimiro Vázquez Guillén, Procur.ador de los'
Tribunales" en nombre y representación dédon Faustino
Martínez Hernández, por ··medio de escrito .presentado
en este Tribunal en fecha 23.de enero de 1991,inter-.
pone. recurso· de amparo COntra los· Acuerdos de 24 de
septiembre y 26 de noviembre de 1986 de la Diputación
Provincial de La Coruña que resolvieron concurso y recur"
so de· reposic,ión¡ .respectivamenteí ¡Jara ·Ia provisión de
una plaza de Oficial Mayor de la citada Diputación, así
como contra las Sentencias de la Sala de lo Contencioso
de la Audiéncia Territorial de la Coruña y del Tribunal
Supremo (Sala Tercera) que declararon conforme a Dere­
cho dichos Acuerdos.

2. la demanda se basa, en síntesis, en ·Ios siguientes
hechos: .

, .

a) Convocado concurso para la próvisión de una pla­
za de Oficial Mayor de la Diputación Provincial de La.
Coruña, el tribunal otorga determinadas puntuaciones,


